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Actor: Casimiro Melenje Fernández y otros 

Demandado: Municipio de Milán

Naturaleza: Acción de reparación directa

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 26 de septiembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, mediante la cual se negaron las pretensiones. La sentencia recurrida será revocada y en su lugar se accederá parcialmente a las súplicas de la demanda.
SÍNTESIS DEL CASO 

El 12 de febrero de 1998, en la vía que conduce al municipio de Milán, Caquetá, concretamente en el lugar denominado Hato Monterrey a 10 kilómetros de ese municipio, se produjo un accidente de tránsito en el que falleció el señor Ricardo Melenje Pizo y resultó averiado el vehículo mixto de placas XYB 397, al caer a una brecha derivada de una construcción de una alcantarilla.
ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. La demanda de reparación directa fue presentada el 11 de septiembre de 1998, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, por los señores Casimiro Melenje Fernández y Matilde Pizo, quienes actúan en nombre propio y en representación de las menores Omaira y Yolanda Melenje Pizo, y por los señores Albeiro, Medardo y Humberto Melenje Pizo y Juan Ramírez Reyes, quienes formularon demanda en contra del municipio de Milán, con el fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas (fl. 86-99 c. 1):

Primera.- Que el Municipio de Puerto Milán Departamento del Caquetá, es patrimonialmente responsables (sic) de los PERJUICIOS MORALES Y MATERIALES  causados a los demandantes, por la muerte violenta del señor RICARDO MELENJE PIZO y por los daños causados al vehículo mixto de placas XYB-397, afiliado a la empresa COOTRANSCAQUETÁ LTDA., sobre el cual el señor JUAN RAMÍREZ REYES, tenía la propiedad, y ejercía la posesión real y material, en hechos ocurridos el día 12 de febrero de 1998 a las 5:30 p.m. aproximadamente, cuando el vehículo antes mentado esquivó una brecha que fue abierta por el Municipio de Puerto Milán para reparar una alcantarilla en la carretera que de El Triunfo conduce al casco urbano del Municipio de Puerto Millán, sin que el ente territorial hubiera puesto la señalización y avisos de peligro que es obligatorio instalar cuando una obra pública se está ejecutando.

Segunda.- Que como consecuencia de lo anterior, se condene al Municipio de Puerto Millán Departamento del Caquetá a reconocer y pagar por perjuicios morales a los demandantes las siguientes sumas de dinero:

A) A CASIMIRO MELENJE FERNÁNDEZ, MATILDE PIZO, ALBEIRO, MEDARDO Y HUMBERTO MELENJE PIZO (…) y a las menores OMAIRA Y YOLANDA MENENJE PIZO (…)  PARA CADA UNO, EL EQUIVALENTE EN PESOS Colombianos de mil quinientos (1.500) gramos de oro fino (…).

(…)

B) A JUAN RAMÍREZ REYES, el equivalente en pesos Colombianos de mil quinientos (1.500) gramos de oro fino (…).

(…)

Tercera.- Que se condene al Municipio de Puerto Milán Departamento del Caquetá a reconocer y pagar a los señores Matilde Pizo, y al señor Juan Ramírez Reyes, los perjuicios materiales TRADUCIDOS EN DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE (…).  
1.1. Como fundamento de las pretensiones, afirmó que el 12 de febrero de 1998, el vehículo de placas XYB-397, afiliado a la empresa Cootranscaquetá, salió a las 2:30 P.M. del terminal de transportes de la ciudad de Florencia con destino al municipio de Milán, conducido por el señor Laureano Ramírez Ramos. En dicho automotor se transportaban los señores Juan Ramírez Reyes, propietario y poseedor real y material se ese vehículo y Ricardo Melenje Pizo.

1.2. Sostuvo que el municipio de Milán, a través de un contratista, venía realizando la construcción de unas alcantarillas en la vía El Triunfo- Milán, concretamente a la altura del Hato Monterrey (kilómetro 10), obra que no contaba con los avisos y señales que alertaran sobre el peligro, es decir, “…sin que hubiera tomado las mínimas medidas de seguridad que se debe (sic) tener en cuenta en la construcción de obras públicas”. 

1.3. Manifestó que al pasar el vehículo de placas XYB-397 por el Hato Monterrey, lugar en el que se llevaba a cabo la construcción de la alcantarilla “...el terreno cedió, cayendo aparatosamente el automotor a una laguna del sector antes enunciado”.
1.4. Precisó que entre los pasajeros iba el señor Ricardo Melenje Pizo, quien falleció “...como consecuencia de las heridas sufridas cuando el bus le cayó encima de su cuerpo”. Sostuvo que el vehículo quedó totalmente destruido.

1.5. Se atribuye responsabilidad al municipio de Milán por la muerte de Ricardo Melenje Pizo y por la destrucción del vehículo de placas XYB-397, al considerar que se configuró una falla del servicio por “...la forma negligente, indolente con que actuaron las autoridades administrativas del Municipio de Puerto Milán, al no obligar al contratista que ejecutaba la obra a colocar a lo largo de la vía, en donde construían las alcantarillas, los avisos de peligro y cuidado, que son obligatorios instalar cuando se hace (sic) reparaciones o construcciones”.

II. Trámite procesal

2. El municipio de Milán al contestar la demanda se opuso a las pretensiones. Alegó como excepción, primero, la culpa exclusiva de un tercero, al considerar que el señor Laureano Ramírez, conductor del vehículo de placas XYB-397, pese a observar “...que la vía por donde transitaba no tenía las condiciones de transitabilidad que generaban seguridad, en forma imprudente continuó conduciendo por un sector donde su vehículo no tenía el espacio suficiente para pasar, es decir no previó lo previsible, generando con su conducta el lamentable accidente donde perdió la vida el señor Ricardo Melenje”. Segundo, invocó la concurrencia de culpas refiriéndose a las actividades denominadas peligrosas, esto es, la conducción de un vehículo y la construcción de alcantarillas, que “...presuntamente ocasionaron la muerte”  de la víctima.  Por último, sostuvo: “...si bien es cierto la vía no tenía la correspondiente señalización por parte del contratista del municipio, no es menos cierto (...)  que esta no era apta para el tránsito de vehículos de las características del señalado en el hecho primero” (fl. 123-126 c. 1).
3. El demandado solicitó el llamamiento en garantía del señor Salomón Cedeño Sanabria, en calidad de contratista del municipio de Milán. Mediante auto de 2 de febrero de 1999, el Tribunal  a quo rechazó dicha solicitud al encontrar que la misma fue presentada sin dar cumplimiento a lo consagrado en el numeral 3 del artículo 55 del Código de Procedimiento Civil.
4. Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas, el Tribunal a quo profirió sentencia de primera instancia, el 26 de septiembre de 2002, en la cual se negaron las súplicas de la demanda.

4.1. Manifestó que no es posible endilgar al demandado la falla del servicio alegada en la demanda, por cuanto en el plenario no se acreditó el ente que tenía a cargo el mantenimiento, conservación y señalización de la vía en la que se produjo el accidente, es decir, si le correspondía a la Nación, al departamento o al municipio. Además, encontró que “...el conductor del bus de manera oportuna observó que la vía se reducía en su área de desplazamiento” y por ende no puede imputarse responsabilidad al demandado por la deficiencia en la señalización de la obra.
5. La parte demandante solicitó en el recurso de apelación que la sentencia de primera instancia sea revocada y en su lugar se acceda a las pretensiones. Precisó que la demanda se presentó en contra del municipio de Milán, por tratarse del ente territorial que estaba ejecutando la obra. Destacó que quedó debidamente acreditada la ausencia de señalización en la misma. Recalcó que el municipio en la contestación de la demanda no alegó que no fuera el encargado de ejecutar la obra.
6. Dentro del término para alegar de conclusión, la parte actora sostuvo que el municipio demandado debió alegar la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva y que era quien se encontraba en mejores condiciones de acreditar que la vía del accidente no era administrada por él.

CONSIDERACIONES

I. Competencia

7. El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 26 de septiembre de 2002 proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto perjuicios morales, supera la exigida por la norma para el efecto
. 

II. Validez de los medios de prueba

8. En el plenario obran las copias auténticas de dos inspecciones judiciales con intervención de peritos y los dictámenes que se profirieron con ocasión de las mismas (fl. 7-71 c. 1), practicadas como pruebas anticipadas por solicitud de la parte actora, las cuales fueron tenidas por el  a quo  como pruebas sumarias al considerar que en éstas diligencias no se garantizó el derecho de contradicción al municipio demandado por no haber sido notificado en debida forma (fl. 138-147 c. 1).

8.1. Encuentra la Sala que en la práctica de las inspecciones judiciales y dictámenes periciales anticipados, se garantizó el derecho de contradicción al municipio de Milán, de acuerdo con las siguientes consideraciones.

8.2. En primer lugar, si bien en el proceso no obra la prueba de la notificación al municipio, sí reposan los oficios mediante los cuales el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Milán y el Juzgado Primero Civil Municipal informaron a la Alcaldía de Milán sobre la fecha en la que se llevarían a cabo estas diligencias (fl. 18,20,35-36 c. 1). Además, en aquella llevada a cabo por el primero de los despachos se dejó constancia de la presencia del inspector de policía de Milán, quien acudió como delegado de la alcaldía, hecho que no fue discutido por el demandado y del que se infiere que sí fue notificado (fl. 22 c. 1). En esta oportunidad intervino un perito con el objeto de determinar las condiciones de la vía en la que se produjo el accidente y el juez, al final de la diligencia dio la oportunidad al demandado de dejar las constancias que considerara necesarias, frente a lo cual el representante del municipio guardó silencio. Además se dispuso que el perito contaría con un término de tres días para pronunciarse sobre las dimensiones de la brecha, dictamen que en efecto fue rendido y del cual se corrió traslado a las partes sin que les mereciera réplica alguna (fl. 57-71 c. 1).

8.3. En la inspección judicial llevada cabo por el Juzgado Primero Civil Municipal, el 21 de abril de 1998 (fl. 39 c. 1), se dejó constancia de la presencia de la alcaldesa encargada del municipio de Milán, quien solicitó el aplazamiento de la misma y, por tanto, el juez fijó nueva fecha para el 8 de mayo de ese mismo año, diligencia que en efecto se llevó a cabo, sin que compareciera la representante del municipio demandado (fl. 40-42 c. 1). También, aquí se le otorgó a los peritos un término de diez días para rendir un dictamen respecto del estado del vehículo de placas XYB-397, dictamen del que también se corrió traslado a las partes quienes guardaron silencio (fl. 51 c. 1).

8.4. Así las cosas, observa la Sala que estas pruebas sí se practicaron a instancias del demandado, a quien se le garantizó el derecho de contradicción en los términos previstos en los artículos 238 y 300 del Código de Procedimiento Civil. Por lo anterior, y en consideración a que los aspectos allí analizados se encuentran corroborados por otros medios de prueba del proceso, tanto las inspecciones como los dictámenes serán valorados en el presente caso. 
9. Con la demanda se allegaron unas fotografías (fl. 57-62 y 67 c. 1), se aportaron otras por parte de la inspección de policía de Milán (fl. 18-20 c. 3) y unas nuevas adjuntas al dictamen pericial practicado en este proceso (fl. 50-54 c. 3), con las que se pretenden acreditar las circunstancias en que se encontraba la vía en donde ocurrió el accidente de tránsito del cual resultó muerto el señor Ricardo Melenje y averiado el vehículo del señor Juan Ramírez Reyes, imágenes que tienen eficacia probatoria en consideración a que pueden ser confrontadas con otros medios de prueba para determinar su lugar y época de registro. En efecto, las aportadas con la demanda fueron entregadas por los jueces que practicaron las inspecciones judiciales anticipadas a los peritos que rindieron los dictámenes. En cuanto a las arrimadas por la inspección de policía de Milán, se afirmó por ésta que fueron tomadas el día del accidente (fl. 17 c. 3).
10. De otra parte, obran en el expediente fotocopias que dicen contener un proceso penal adelantado en contra del señor Juan Ramírez por el presunto delito de homicidio culposo del señor Ricardo Melenje Pizo. Sin embargo, éste fue aportado en copia simple y, por tanto, carecen de valor probatorio en los términos del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil. No obstante, dentro de estas copias se aportó un contrato de transacción suscrito entre Casimiro Melenje Fernández y Juan Ramírez Reyes, el 29 de abril de 1998, cuyo objeto consistía en “…transigir los perjuicios morales y materiales derivados o causados por la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo ocurrido el 12 de febrero de 1998, en el accidente de tránsito del vehículo de placas XYB-397, de servicio público, afiliado a la Empresa Cootranscaquetá Ltda., que tuvo lugar en la vía que de Florencia conduce a Milán”. Este documento sí podrá ser valorado, en los términos del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, norma que determina que “…En todos los procesos, los documentos privados presentados por las partes para ser incorporados a un expediente judicial con fines probatorios, se reputarán auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación”. Si bien en este caso el contrato de transacción no fue directamente aportado por la parte actora, sí se arrimó al expediente con ocasión del traslado del proceso penal que solicitó en la demanda y como quiera que se trata de un documento privado suscrito por quienes son partes en el proceso y el mismo no fue tachado de falso, podrá ser valorado por la Sala.
11. En cuanto al testimonio del señor Juan Ramírez Reyes (fls 24-25 c. 1), recepcionado en la diligencia de inspección judicial que se practicó como prueba anticipada por el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Milán, el mismo será valorado sólo en tanto sus afirmaciones le sean adversas, toda vez que se trata de una persona que hace parte del grupo demandante y, por tal razón, es evidente que tiene un interés directo en los resultados de este proceso.
III. Hechos probados

12. De conformidad con las pruebas válidamente aportadas al proceso, se tienen probados los siguientes hechos relevantes:
12.1. El 12 de febrero de 1998, en la vía que conduce al municipio de Milán, Caquetá, a 10 kilómetros de ese municipio, en el lugar denominado Hato Monterrey, se produjo un accidente de tránsito del vehículo de placas XYB 397, al caer a una brecha derivada de una obra que se ejecutaba en la carretera (testimonios de Jaime Ortiz y Luís Ángel Suaza-fl. 41-42,45-46 c. 1- testimonios de José Avelino Pérez, Jacob Quiñones Hoyos -fl. 47,54,57 c. 2).

12.2. En el vehículo de placas XYB 397, afiliado a la empresa Cootranscaquetá, iba como pasajero el señor Ricardo Melenje Pizo, quien falleció a causa del accidente (copia auténtica del registro civil de defunción-testimonios de José Avelino Pérez, Jacob Quiñones Hoyos -fl. 47,54,57 c. 2- copia auténtica de la certificación de Cootranscaquetá-fl.  32-33 c. 1). 

12.3. El reseñado automotor resultó gravemente averiado en el accidente (copia auténtica de la inspección judicial con intervención de peritos- fl. 40-42 c. 1- declaración del señor Luís Ángel Suaza- fl. 45-46 c. 1- testimonios de Jacob Quiñones Hoyos Humberto de Jesús Gómez Martínez (fl. 57-60, 60-63 c. 2).
12.4. En el lugar de los hechos se estaba ejecutando una obra consistente en la construcción de unas alcantarillas por parte del señor Salomón Cedeño Sanabria, contratista del municipio de Milán (copia auténtica del Contrato No. 092 de 7 de octubre de 1997- original del oficio de 6 de abril de 2000 de la Alcaldía de Milán -fl. 65, 85 c. 2).
IV. Problema jurídico
13. Corresponde a la Sala determinar si la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo y los daños ocasionados al vehículo de placas XYB-397 son imputables al municipio de Milán a título de falla del servicio, a causa de la obra de construcción de las alcantarillas que se llevaba a cabo en el lugar de los hechos. 

V. Análisis de la Sala 

14. Se encuentra debidamente acreditada la existencia del daño invocado por la parte demandante, consistente en la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo y las averías sufridas por el vehículo de placas XYB 397. 

14.1. En efecto, en el proceso obra la copia auténtica del registro civil de defunción del señor Meleine Pizo en el que se indicó como causa de la muerte un accidente terrestre en la vía al municipio de Milán, el 12 de febrero de 1998 (fl. 47 c. 2). 
14.2. Frente a los daños del automotor reposan las fotografías remitidas por la estación de policía de carabineros del municipio de Milán, mediante oficio de 29 de septiembre de 1999, tomadas por la inspección de policía de ese municipio, el 12 de febrero de 1998, en el sitio denominado Hato Monterrey en el que ocurrió el accidente del vehículo de placas XYB-397, en las que se evidencia que el mismo está volcado y con daños en su estructura (fl. 15-20 c. 3). Por su parte, el señor Jacob Quiñones Hoyos (fl. 57-60 c. 2), quien trabajó con el señor Ramírez Reyes y estuvo en el sitio del accidente, también da cuenta del deterioro del vehículo. Por su parte, el declarante Humberto de Jesús Gómez Martínez (fl. 60-63 c. 2), que dijo trabajar como Jefe de Transporte de Cootranscaquetá, adujo que observó el vehículo cuando lo llevó la grúa y que estaba “…totalmente acabado”.
15. En relación con los accidentes de tránsito causados por la falla del servicio de la administración consistente en la omisión del deber legal de señalización de la vía que se encuentra obstruida, obstaculizada o afectada con motivo de la realización de una obra pública, reparación o cambios transitorios
, la Sala ha indicado que los daños que se deriven de estos le son imputables al Estado siempre que se verifique que la entidad encargada de dichos deberes no controle o vigile la ejecución de dichas obras, como tampoco el normal y adecuado tránsito de la ruta correspondiente
. 

16. De esta manera, es posible atribuirle a la correspondiente entidad estatal la responsabilidad del daño ocasionado como consecuencia de olvidar instalar la señalización adecuada para que las personas que utilizan la vía conozcan del peligro y puedan evitar el acaecimiento del hecho dañoso.

17. Igualmente, la Sala ha establecido que para que se presente la aludida falla del servicio, es necesario que la entidad correspondiente haya conocido la existencia de elementos que obstaculizaran o afectaran la vía o que, siendo su obligación, negligentemente no los conoció. Al respecto, señaló:
En casos similares como el que ocupa la atención de la Sala, se ha considerado que puede existir falla en la prestación del servicio, si se hubiera avisado sobre la caída del árbol o si la entidad responsable, enterada de la presencia del obstáculo, no hubiera tomado las medidas necesarias para removerlo o para prevenir el peligro que éste implicaba. Al respecto, la Sala ha determinado la responsabilidad en el deber de mantenimiento de carreteras en dos eventos: i) cuando se ha dado aviso a la entidad sobre un daño en la vía, que impide su uso normal, y no es atendida la solicitud de arreglarlo, ni se ha encargado de instalar las correspondientes señales preventivas
y ii) cuando unos escombros u obstáculos permanecen abandonados en una carretera durante varios meses, sin que fueran objeto de remoción o demolición para el restablecimiento de la circulación normal de la vía
.

18. Ahora bien, en relación con la normatividad vigente al momento de ocurrencia del accidente de tránsito, esto es, el 12 de febrero de 1998, la señalización de las vías urbanas se encontraba a cargo de la administración municipal según lo dispuesto en el Decreto Ley 1344 de 1970
, mediante el cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre.

19. Al respecto, se debe tener en cuenta que el artículo 112 del Decreto Ley 1344 de 1970 establece que existen distintos tipos de señales, consistentes en dispositivos físicos o marcas especiales que indican la forma correcta en que deben transitar los usuarios de las vías, entre las cuales se encuentran las denominadas señales preventivas, que buscan alertar a los usuarios sobre situaciones o circunstancias riesgosas o de peligro y su naturaleza. La referida señalización en vías municipales es responsabilidad de las secretarías de obras públicas municipales, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 5
 y 113
 del decreto ley aludido. De igual forma cabe precisar que le corresponde al municipio cumplir con la obligación en mención, habida cuenta de que corresponde a las autoridades de policía “el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas” -artículo 218 de la Constitución Política- y que, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 315 ibídem, el alcalde municipal es la primera autoridad de policía del municipio.
20. Por otro lado, frente a la responsabilidad de las entidades públicas cuando se trate de daños causados con ocasión de la realización de una obra pública de la que ésta es beneficiaria, esta Corporación ha considerado:

Al respecto, reitera la Sala la jurisprudencia que ha mantenido en cuanto a la responsabilidad de las entidades públicas en relación con los daños que se causen con ocasión de la construcción de una obra pública de la cual aquéllas son beneficiarias, aunque dichas obras hubieran sido ejecutadas por otras entidades o personas:  
“…desde el año de 1985 se ha considerado que cuando la administración contrata la ejecución de una obra pública, es como si la ejecutara directamente. Es ella la dueña de la obra, su pago afecta siempre el patrimonio estatal y su realización obedece siempre a razones de servicio y de interés general. El hecho de que no la ejecute con personal vinculado a su servicio obedece mas a insuficiencia o incapacidad técnica de su propio personal o a falta de equipo adecuado
.

“Esta posición fue reiterada por la Sala en otra providencia
, en la cual se señaló que la responsabilidad que se le puede imputar a la administración en estos eventos está sustentada en los siguientes principios:

“a. -   Cuando la administración contrata la ejecución de una obra pública es como si ella misma la ejecutara directamente.

“b. -   Que es ella la dueña de la obra.

“c. -  Que su pago afecta siempre patrimonio estatal.

“d. -   La realización de esas obras obedece siempre a razones de servicio y de interés general.

“e. - Que no son oponibles a terceros los pactos de indemnidad que celebre con el contratista, vale decir para exonerarse de responsabilidad extracontractual frente aquellos, pues ella es la responsable de los servicios públicos y por ende se obliga bien sea porque el servicio no funcionó,  funcionó mal o inoportunamente.  Elementos estos que son constitutivos de falta o falla del servicio”
.

21. De conformidad con lo expuesto y al analizar el material probatorio, en el caso concreto se encuentra acreditada la existencia de una falla en la prestación del servicio por parte del municipio de Milán, en consideración a que incumplió el contenido obligacional a su cargo contemplado en la ley, por las razones que pasan a explicarse.

22. Como quedó debidamente acreditado, el accidente de tránsito se produjo en la vía que conduce al municipio de Milán, Caquetá, a diez kilómetros del mismo, en el lugar conocido como Hato Monterrey, al caer el vehículo de placas XYB 397 a una brecha que se había generado como consecuencia de las obras realizadas por ese municipio a través del señor Salomón Cedeño Sanabria, en ejecución del contrato n.° 092 de 7 de octubre de 1997. 

22.1. En el plenario obra la copia auténtica del citado contrato, cuyo objeto consistía en la construcción de 7 alcantarillas en “…la Y Milán”, con un plazo máximo de 45 días, contados a partir del recibo del anticipo. En la cláusula decimo sexta, se dispuso: 

…El contratista organizará sus trabajos y adoptará las precauciones suficientes para asegurar la protección de sus trabajadores. El contratista será responsable si por falta de medidas de seguridad ocasiona daños a terceros (fl. 85-89 c. 2).
22.2. Se aportó además el original del oficio de 6 de abril de 2000, mediante el cual la alcaldía de Milán, manifestó lo siguiente:
…El Municipio de Milán contrató con el señor Salomón Cedeño Sanabria, la construcción de las alcantarillas (7) por vlor total de ($23.079.000) acorde a contrato 092 del 7 de octubre de 1997 y en la cláusula DECIMA SEXTA dice: “Medidas de Seguridad y daños a Terceros: El contratista organizará sus trabajos y adoptará las precauciones suficientes para asegurar la protección de sus trabajadores. El contratista será responsable si por falta de medidas de seguridad ocasiona daños a terceros” por tanto el señor Cedeño Sanabria quien puede identificar el personal que se encontraba ejecutando las obras de alcantarillado más exactamente en el R10 hasta Monterrey para el día 12 de febrero de 1998.

…Para el Municipio de Milán no es claro aun cuál es la entidad territorial que debe velar por el mantenimiento y conservación de la vía que del Triunfo conduce al Municipio de Puerto Milán, más aún así por un acuerdo con el Municipio de Montañita el mantenimiento se está prestando por estos dos Municipios a la citada vía (fl. 65-66 c. 2).
22.3. Por su parte, el declarante Jaime Ortiz puntualizó que estaban “...metiendo tubos (...) para desaguar la chuquia donde se fue el mixto” (fl 41 c. 1) y el señor Luís Ángel Suaza manifestó que cuando recogió en su grúa el vehículo accidentado, vio que “...estaban construyendo un puente, habían hucos (sic) en la carretera, estaban construyendo para cambiar una tubería, el carro se volcó porque se le fue la banca o sea un pedazo de carretera” (fl. 45 c. 1). También rindió testimonio el señor Jacob Quiñones Hoyos (fl. 57-60 c. 2) quien dijo que vio que el vehículo cayó en un hueco sobre la vía. Precisó que se trataba de una alcantarilla en construcción. Frente a las condiciones de la vía, adujo que “...la carretera que conduce a Milán es prácticamente de una sola vía, para dar vía a otro vehículo hay que buscar los sitios, dando reversa hasta un kilómetro o más a veces, para poder que otro carro pueda cruzar, en partes (...) en ese tramo donde ocurrió el accidente es angosto destapado y en pésimas condiciones, es plano”. 
23. En cuanto a la ubicación de las obras y a las características del lugar de los hechos, en la inspección judicial con intervención de peritos que se practicó como prueba anticipada, a solicitud del señor Juan Ramírez Reyes y con la audiencia del municipio de Milán, por el Juez Promiscuo Municipal de Milán, el 7 de mayo de 1998 (fl. 22-25 c. 1), cuyo objeto consistía en determinar las condiciones que presentaba la vía en la que se produjo el accidente de tránsito del vehículo de placas XYB-397, el 12 de febrero de 1998, se identificó el lugar de los hechos, así:
El sitio está a 10 kilómetros aproximadamente de la vía Milán Florencia en el sitio Hato Monterrey a 49 metros más adelante de la entrada a esta hacienda, en donde recientemente sobre la vía se construyó una obra de arte (alcantarilla) (...) la vía tiene una calzada de 4 metros quedando entre cabezote y cabezote unos espacios vacíos identificando en este momento la dirección de la vía de Florencia a Milán al lado izquierdo, existe un vacío de 2 metros y al lado derecho de 3.70 metros. Cabe anotar que viniendo de Florencia antes de la alcantarilla hay una longitud en línea recta de aproximadamente unos 250 metros con una pendiente del 6% y después de la alcantarilla en línea recta un longitud de unos 100 metros con una pendiente de 5% (...). En relación con las dimensiones de la brecha solicito al señor Juez considerar un término para dar esta respuesta. 

23.1. El 12 de mayo de 1998, el perito entregó el dictamen pericial al Juzgado Único Promiscuo Municipal de Milán, en el que determinó, lo siguiente:

...el ancho de la vía es de 4.00 metros (...) se demuestra claramente la presencia de una brecha que se encontraba abierta el día del accidente (...) presentando las siguientes medidas largo=2.00 metros, ancho=1.00 metro, especificaciones estas sobre la calzada de la vía, es decir ocupando la mitad de ella, cuyo ancho es de 4.00 metros; sobre este sitio es donde tuvo que pasar el vehículo accidentado.

Es de aclarar que actualmente en este sitio se encuentra construida una obra de arte (alcantarilla), cuyas características son las siguientes: al lado izquierdo de la vía, a dos (2) metros de la margen izquierda, dejando un metro con sesenta centímetros (1.60), al pie del cabezote de la alcantarilla, el que cuenta con las respectivas aletas; en la margen derecha a tres con setenta (3.70) metros, se encuentra un cabezote sin aletas y presenta también un vacío de un metro con sesenta (1.60); cabe anotar que por este sitio, estrecho por la brecha y con un vacío en un relleno, fue en donde se causó el accidente (...).

Defino al Juzgado la ubicación del sitio de la siguiente manera: Se encuentra aproximadamente a diez (10) kilómetros antes de llegar al caserío del municipio de Milán, cuarenta y nueve (49) metros antes de un carreteable para entrar a la hacienda denominada “Hato Monterrey”, del municipio de Milán (fl. 63-97 c.1).
23.2. El Tribunal  a quo de oficio decretó un dictamen pericial sobre los mismos puntos que los desarrollados en el anteriormente citado, sin embargo frente a las características del terreno ofrece mayor credibilidad aquel practicado como prueba anticipada, por cuanto fue más cercano al momento de los hechos y los peritos evidenciaron las condiciones iniciales de la vía que provocaron el accidente. No obstante, en el practicado en esta instancia se plasmaron consideraciones respecto del estado de la vía con posterioridad al accidente, aspectos relevantes y susceptibles de valoración. En efecto, los peritos determinaron lo siguiente:
23.2.1. Para la fecha del dictamen el ancho de la vía en la que se produjo el accidente era de 5 metros, refiriéndose concretamente a la “…banca hábil para pasar”. De los 5 metros, 0.8 metros corresponden a la cuneta. En cuanto a las medidas respecto de la ubicación de la alcantarilla en la carretera, dijeron: “…a partir del cabezote de entrada 1.70 de sobre ancho (sic), a partir de este punto 5.0 metros de banca y posteriormente 3.0 metros de sobre ancho (sic) talud hasta el cabezote de salida. Es de notar que las cunetas descolan antes de los cabezotes (…).

23.2.2. Consideraron que la visibilidad que ofrecía la vía era buena. En el sentido Montañita-Milán, precisaron que “…el sitio del accidente comienza a ser perceptible a 280 metros antes (…), a los 100 metros es apreciable que se estuviera ejecutando la obra”. En la dirección Milán-Montañita, “…el sitio del accidente comienza a ser perceptible a 155 metros antes (…) a los 30 metros es perfectamente apreciable que se estuviera construyendo la alcantarilla”.
24. En el proceso también se demostró la ausencia de señalización en la vía en la que se estaba construyendo la alcantarilla por parte del contratista del municipio de Milán. El señor Jaime Ortiz, quien estuvo al día siguiente en el lugar de los hechos, al ir a colaborar en la labor de sacar el vehículo de la brecha, precisó que no vio señalización en la vía ni que hubieran “...colocado palos, como siempre se acostumbra cuando se están haciendo las alcantarillas en las carreteras” (fl. 41 c. 1). Esta situación también fue corroborada por los testigos Luís Ángel Suaza (fl. 45-46 c. 1) y Jacob Quiñones Hoyos (fl. 57-60 c. 2). 
24.1. En la inspección judicial con intervención de peritos que se practicó como prueba anticipada por el Juez Promiscuo Municipal de Milán, el 7 de mayo de 1998 (fl. 22-25 c. 1), en cuanto a la señalización existente en la vía del accidente, se evidenció: “Con relación a la señalización y avisos de peligro, no se observa ninguna advertencia que dé un margen de seguridad para evitar los peligros, dejando en riesgo a los conductores y usuarios que transitan por este sector. Cabe anotar que a su vez en el sitio propio de la alcantarilla como se indicó anteriormente existen vacíos significativos que pueden ser causa de altos riesgos en la conducción”.
25. Así las cosas, se puede establecer que el accidente en el que resultó muerto el señor Ricardo Melenje Pizo y averiado el vehículo de placas XYB 397, se produjo como consecuencia de la ausencia de señalización y de medidas de precaución en una obra de alcantarillado a cargo del municipio de Milán que se estaba ejecutando a 10 kilómetros del mismo. Cuando dicho automotor transitaba por esa vía, que tenía una dimensión de ancho de 4 metros, se vio forzado a pasar por el lado de la brecha que se había formado con ocasión de la obra y que abarcaba la mitad de la calzada (2 metros de ancho). En la maniobra el vehículo mixto cayó a la citada brecha.

26. Por tal razón, los daños sufridos por los demandantes son imputables al municipio, por cuanto le correspondía alertar y prevenir a los transeúntes de los riesgos que se derivaban por la construcción de la obra que afectaba la calzada de la vía. Aunque en las fotografías que se aportaron con la demanda se observa que se habían instalado unos palos sobre la brecha (fl. 57 c. 1), en criterio de la Sala esta medida no era la idónea y por el contrario era bastante precaria, teniendo en cuenta que se trataba de una carretera intermunicipal que era frecuentemente transitada por vehículos de transporte público, según lo afirmó el testigo Jacob Quiñones Hoyos (fl. 59 c. 2).

27. En cuanto al argumento del Tribunal  a quo, en el sentido de afirmar que no se acreditó el ente que tenía a cargo el mantenimiento, conservación y señalización de la vía en la que se produjo el accidente, es decir, si le correspondía a la Nación, al departamento o al municipio y aunque en efecto en el plenario no obra esta prueba, lo cierto es que la brecha que se generó en la construcción de la alcantarilla la estaba ejecutando un tercero contratista del municipio y que era este último quien se beneficiaba con la obra, motivo por el cual es él el llamado a responder. 

28. En este orden de ideas, al no advertir el peligro que generaba la existencia de la brecha en la vía a través de señalizaciones, ni adoptar las medidas de seguridad necesarias, cuando existía a su cargo la obligación legal de hacerlo, es dable concluir que esa omisión fue la causa determinante del daño y, por tanto, se configuró una falla en la prestación del servicio por parte del demandado, con lo que surge su responsabilidad patrimonial y extracontractual. Por lo anterior, se revocará la sentencia apelada para, en su lugar, declarar la responsabilidad del municipio accionado, por los perjuicios derivados de la muerte de Ricardo Melenje Pizo y por los daños sufridos por el vehículo de placas XYB 397.
29. Cabe precisar que aunque en el caso concreto no se acreditó que la actuación desplegada por el conductor del vehículo involucrado en el accidente, concurriera a la causación del daño, lo cierto es que de haberse demostrado este hecho estaríamos en presencia de una responsabilidad solidaria entre éste y el municipio de Milán, evento en el cual el demandado asumiría el total de la condena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1571 del Código Civil.
VI. Perjuicios 

30. Procede la Sala a fijar el monto de los perjuicios morales y materiales con fundamento en las pretensiones formuladas en la demanda y en las pruebas obrantes dentro del proceso.

VI.1. Perjuicios por la muerte de Ricardo Melenje Pizo

VI.1.1. Perjuicios morales

31. Establecida la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo, es posible afirmar que los señores Casimiro Melenje Fernández, Matilde Pizo, Albeiro, Medardo, Humberto, Omaira y Yolanda Melenje Pizo sufrieron perjuicios morales con ocasión de la misma, por cuanto acreditaron su parentesco
 y en atención a las reglas de la experiencia según las cuales cuando un pariente cercano muere, sus familiares resultan afectados, es posible inferir que aquellas padecieron perjuicios morales con ocasión de la muerte de su hijo y hermano, con quien vivían bajo el mismo techo, según lo afirmaron ante el a quo los señores Luís Eduardo Buitrón Realpe (fl. 48-50  c. 2), Luis Antonio González (fl. 52-53 c. 1), Juan Bautista Buitrón (fl. 53-54 c. 2) y José Avelino Pérez (fl. 54 c. 2).
32. Los demandantes solicitaron 1 500 gramos de oro para cada uno. Sin embargo, teniendo en cuenta que la Sala abandonó el criterio de remisión al oro para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral y señaló que ésta debe fijarse por el juzgador en cada caso según su prudente juicio en salarios mínimos legales mensuales vigentes
, se procederá a determinar el quantum de las respectivas indemnizaciones en moneda legal colombiana, teniendo en cuenta para ello la gravedad del daño sufrido por los demandantes.

33. Con fundamento en lo anterior, la Sala fijará así el valor de la indemnización por concepto de daño moral: para los señores Casimiro Melenje Fernández y Matilde Pizo cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para cada uno. Para Albeiro, Medardo, Humberto, Omaira y Yolanda Melenje Pizo cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para cada uno.
VI.1.2. Perjuicios materiales

34. Se solicitó en la demanda el pago del lucro cesante consolidado y futuro a favor de la señora Matilde Pizo, consistente en la ayuda económica que recibía de su hijo Ricardo Melenje Pizo, indemnización a la cual hay lugar a su reconocimiento por las razones que pasan a expresarse.

35. En el proceso se encuentra debidamente acreditado que Ricardo Melenje Pizo vivía bajo el mismo techo que sus padres y sus hermanos, y que de los ingresos que percibía en actividades propias del campo ayudaba con las obligaciones de su casa, porque así consta en las declaraciones de los señores Luís Eduardo Buitrón Realpe (fl. 48-50  c. 2), Luis Antonio González (fl. 52-53 c. 1), Juan Bautista Buitrón (fl. 53-54 c. 2) y José Avelino Pérez (fl. 54 c. 2). De estas aseveraciones se deduce que la señora Matilde Pizo sufrió un lucro cesante, por cuanto al morir su hijo dejó de recibir la ayuda económica que él le brindaba.

36. Se advierte que no existe medio probatorio que acredite el ingreso obtenido por el señor Ricardo Melenje de la actividad económica que ejercía. Por lo anterior, se calculará este perjuicio con base en el salario mínimo legal mensual vigente para el momento de proferir esta sentencia, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley 446 de 1998 y de los principios de reparación integral y equidad allí contenidos. Lo anterior, debido a que la actualización del salario mínimo legal vigente para esa época
 resulta inferior al valor actual del salario mínimo legal, esto es $566.700 M/cte.

37. La presente indemnización se reconocerá a favor de la señora Matilde Pizo, en su condición de madre del occiso, hasta la vida probable de esta última, por cuanto la vida probable de Ricardo Melenje (53.94 años) superaba la de su madre (31.89 años)
, de conformidad con las tablas de mortalidad adoptadas por la Superintendencia Bancaria mediante la Resolución 0497 de 1997.

38. De esta forma, se aumenta un 25% al salario mínimo mensual legal vigente, incremento que corresponde a las prestaciones sociales que operan por disposición de ley, lo cual determina el ingreso total en $708 375 M/cte. De este valor, se resta un 25% correspondiente a lo que el señor Ricardo Melenje Pizo destinaba para sus gastos personales, de lo cual se obtiene el valor de $531 281 M/cte. No obstante, como también se acreditó que el occiso tenía otros 5 hermanos a quienes correspondería igualmente brindar ayuda económica a la madre y además los testigos del proceso manifestaron que el padre Casimiro Melenje también trabajaba
, este valor se dividirá entre 7 personas, a cuyo cargo estaba la manutención de la señora Matilde Pizo: 531 281 /7=75 897. Es decir que la cifra base para la liquidación corresponde a la suma de $75 897.
39. Con base en lo anterior, la indemnización en la modalidad de lucro cesante a favor de la señora Matilde Pizo se realizará por el tiempo consolidado y el tiempo futuro.

a) Indemnización periodo consolidado:
S = Ra (1+ i)n - 1    



        i
En donde:

S = Indemnización del periodo comprendido entre la fecha de ocurrencia de los hechos 12 de febrero de 1998 y la fecha de esta sentencia, esto es, el 29 de octubre de 2012.

Ra = Renta actualizada

n = Número de meses transcurridos: 176.56
i = Interés puro o técnico del 6% anual, igual a 0,004867

S = $75 897 x (1+0,004867)176.56 -1


     

  0,004867

S = $21 155 586
b) Indemnización periodo futuro

S =  Ra  (1+ i)n  - 1    

                i (1+ i) n
En donde:

S = Indemnización correspondiente al periodo comprendido entre la fecha de esta sentencia y el último día de la vida probable de la señora Matilde Pizo.

Ra = Renta actualizada

n = Número de meses transcurridos entre la sentencia y el último día de la vida probable de la señora Matilde Pizo, esto es, 206.12 meses. 

i = Interés puro o técnico, igual a 0,004867

S = $75 897     x   (1+0,004867)206.12       -         1


                   0,004867 (1+0,004867)206.12


S = $9 861 734
40. Sumados los valores de la indemnización consolidada y futura, por este concepto, se obtiene un valor total de $ 31 017 320 M/cte., a favor de la señora Matilde Pizo.
41. Ahora bien, en el plenario obra la copia del contrato de transacción suscrito entre Casimiro Melenje Fernández y Juan Ramírez Reyes, el 29 de abril de 1998, cuyo objeto consistía en “…transigir los perjuicios morales y materiales derivados o causados por la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo ocurrido el 12 de febrero de 1998, en el accidente de tránsito del vehículo de placas XYB-397, de servicio público, afiliado a la Empresa Cootranscaquetá Ltda., que tuvo lugar en la vía que de Florencia conduce a Milán”. Se pactó que “…el señor Casimiro Melenje Fernández Pizo en su condición de padre y a nombre de los demás herederos del extinto (…) recibe como pago de todos los perjuicios materiales y morales la suma de cinco millones noventa y cinco mil ($5.095.000.oo) pesos M/cte, la cual es girada por la compañía de seguros La Previsora S.A.”. Además, se afirmó que recibieron a entera satisfacción el mencionado pago (fl. 119-120 c. 2).

42. Como en este documento se afirmó que el señor Casimiro Melenje Fernández recibió la suma estipulada en ese contrato y la causa que originó ese pago es la misma que dio lugar a este proceso, hay lugar a efectuar una reducción por ese monto en la condena a favor de los actores Casimiro Melenje Fernández, Matilde Pizo, Albeiro, Medardo, Humberto, Omaira y Yolanda Melenje Pizo), por cuanto, la decisión contraria conllevaría a un enriquecimiento sin causa de los demandantes.

43. No obstante y como quiera que la condena impuesta se efectuó en valores actualizados, el monto a reducir también debe ser actualizado, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Ra =  R   I. Final    (octubre 2012)


     I. Inicial  (abril 1998)
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica

I Final  = Indice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Indice de precios al consumidor del mes del pago
Ra=   $5 095 000   111.87    (octubre 2012)


                      49.64  (abril 1998)
Ra= $11 482 225

44. El monto a ser descontado de la condena corresponde a la suma de $11 482 225.
VI.2. Perjuicios por la destrucción del vehículo de placas XYB 397
VI.2.1. Perjuicios morales

45. En la demanda se solicitó el reconocimiento de perjuicios morales a favor del señor Juan Ramírez Reyes. Sin embargo, no hay lugar a dicho reconocimiento por cuanto los mismos no fueron acreditados en el proceso. En relación con el reconocimiento de este tipo de perjuicios causados por la pérdida de bienes, esta Corporación ha manifestado:

…ese daño sí es susceptible de reparación, pero como sucede en relación con los demás daños por los cuales se solicite indemnización, siempre habrá que acreditar su ocurrencia:

“A propósito de los daños morales, la doctrina ha considerado que éstos son “esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse solamente como secuela de los daños infligidos a la persona. Que no son entonces daños propiamente dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de intereses puramente morales, que justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función principalmente satisfactoria”
.

“No obstante, la Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar que hay lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, como sucede en relación con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean demostrados en el proceso
.
“Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. Corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las condiciones particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba. Sin embargo, la jurisprudencia puede inferir su existencia en casos como el de la muerte de los parientes más allegados.

“En consecuencia, aunque en eventos como el presente, la pérdida de los bienes materiales destinados a la subsistencia o comercialización puede causar perjuicios morales, en el caso concreto no se reconocerán porque éstos no se acreditaron directamente ni se encuentran probados otros hechos de los cuales puedan inferirse tales perjuicios
.

VI.2.2. Perjuicios materiales

VI.2.2.1. Daño emergente

46. En la demanda se solicitó el reconocimiento y pago por concepto de daño emergente y en favor del señor Juan Ramírez Reyes, del valor de los repuestos y de la mano de obra que se requerían para llevar a cabo la reparación del vehículo de placas XYB 397.

47. Precisa la Sala que el señor Juan Ramírez Reyes demandó en calidad de propietario y poseedor real y material del vehículo afectado, de conformidad con las pretensiones y hechos de la demanda. Si bien no acreditó su condición de propietario, sí demostró que era poseedor del mismo, conforme pasa a explicarse.

47.1. En el plenario obra la constancia expedida por el jefe del grupo de documentación y archivo de la Alcaldía de Florencia, Secretaría de Tránsito y Transporte Municipal, el 10 de marzo de 1998, en la que se manifiesta que el vehículo de placas XYB-397 está matriculado a nombre de Cristóbal Castañeda Galeano (fl. 31 c. 1). Además se consignó, lo siguiente:

Que el automotor en referencia registra ordinario de Juan Ramírez Reyes, contra, Cristóbal Castañeda Galeano (...) Juzgado Segundo Civil del Circuito; fecha junio 09 de 1995.

47.2. Se allegó la copia auténtica del contrato de compraventa del vehículo de placas XYB-397, suscrito el 16 de junio de 1993, entre los señores Cristóbal Castañeda Galeano (vendedor) y Juan Ramírez Reyes (comprador), por un valor de $18 000 000. Se señaló que el comprador se encontraba en posesión real y material del mismo, en virtud de la entrega efectuada por el vendedor (fl. 85 c. 1).

47.3. En el original de la certificación expedida por Cootranscaquetá Ltda. se consignó que el señor Juan Ramírez Reyes es tenedor y propietario del vehículo de placas XYB-397, adquirido del señor Cristóbal Castañeda Galeano (fl. 84 c. 1).

47.4. El declarante Jacob Quiñones Hoyos (fl. 57-60 c. 2) identificó al vehículo de placas XYB 397 como de propiedad de Juan Ramírez Reyes. El testigo Humberto de Jesús Gómez Martínez (fl. 60-63 c. 2) frente a la propiedad del mismo, da cuenta de que el señor Ramírez Reyes se lo compró al señor Cristóbal Castañeda. Sostuvo que entre ellos suscribieron un documento pero que éste último “...no le había hecho papeles (...)  únicamente habían hecho el documento”.

47.8. De todo lo anterior, se colige que el señor Juan Ramírez Reyes tenía la posesión material del vehículo y que los declarantes lo identifican como el propietario del mismo. Por tal razón, encuentra la Sala que hay lugar a reconocer a su favor los perjuicios materiales sufridos con ocasión del accidente de tránsito.

48. En modalidad de daño emergente, el actor acreditó los siguientes gastos que se vinculan con la producción del daño:

48.1. En la inspección judicial con intervención de peritos, practicada por el Juzgado Primero Civil Municipal de Florencia como prueba anticipada el 8 de mayo de 1998, y cuyo objeto consistía en determinar el estado del vehículo XYB-397 después del accidente del 12 de febrero de 1998, se procedió a describir el vehículo objeto de la diligencia, así:

...se trata de un vehículo  mixto servicio público, presenta deterioro en el piso que es de madera en el costado derecho latas rotas y desprendidas, latas de la parte de atrás y puertas dañadas, latas del costado izquierdo rotas y desprendias (sic), canasta metálica, sobre el techo del vehículo destrida (sic), stop y farolas de la parte de atrás destruidas, techo del vehículo de latas de la parte de atrás destruidas, bomper delantero destruido, conjunto que comprende de guardabarro (sic), capó, persinas torcidos (sic), asientos caídos sobre el piso y dañados.
48.2. Dentro de la inspección se recepcionó el testimonio del señor Jaime Ortiz, quien narró que tuvo conocimiento del accidente porque lo acompañó al día siguiente a sacar del vehículo de allí. Manifestó que éste quedó “...todo partido vuelto nada”. Frente al estado del mismo antes de los hechos, señaló que lo vio tres días antes en el terminal y que “...estaba apto para trabajar porque estaba funcionando o haciendo viaje y no tenía esas latas rotas ni desbaratado”.
48.3. El 15 de mayo de 1998, se llevó a cabo la continuación de esta diligencia (fl. 45-46 c. 1) y allí se tomó declaración juramentada al señor Luís Ángel Suaza, quien manifestó que él fue a recoger el vehículo accidentado de placas XYB-397 y añadió: “Yo tengo una grúa y fui a sacarlo a la vía de Milán en el punto que se llama Monterrey, cuando yo llegué estaba el carro volteado de lado de una laguna, la carrocería se dañó, las latas”.
48.4. En esta diligencia intervinieron dos peritos avaluadores, quienes rindieron el dictamen el 27 de mayo de 1998, (fl. 48-50 c. 1) arribando a las siguientes conclusiones:

- El vehículo de placas XYB-397, antes de sufrir el accidente se encontraba en buen estado de funcionamiento y conservación.

- Después del accidente se encuentra inservible,  es decir, “...no se puede prender, menos conducirlo, por cuanto sufrió daños en el motor, caja de cambios, sistema eléctrico, sistema de frenos, y en toda su carrocería, lo que hace imposible que pueda ser movilizado poniendo en marcha el motor”.

- Se hace necesaria la reconstrucción total de la carrocería, capó, guardabarros, caja de cambios, sistema de dirección, sistema de frenos y sistema eléctrico, monto de reparación que asciende a la suma de $14 030 000, que incluye el valor de los repuestos y de la mano de obra.

48.5. La Sala accederá a indemnizar con base en el valor determinado por los peritos por concepto de daño emergente, al señor Juan Ramírez Reyes, por lo cual, se procede a realizar la actualización de estos valores para otorgar la siguiente suma: 

Ra =  R   I. Final    (octubre 2012)


     I. Inicial  (mayo 1998)
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica

I Final  = Indice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Indice de precios al consumidor del mes del dictamen pericial
Ra= $14 030 000  x     111.87




     50.41

Ra=$ 31 135 412
48.6. De acuerdo con lo anterior, la indemnización por perjuicios materiales en modalidad de daño emergente a favor del señor Juan Ramírez Reyes, es de $31 085 412 m/cte.

VI.2.2.2. Lucro cesante

49. Por concepto de lucro cesante se pidió en la demanda a favor del señor Juan Ramírez Reyez, el reconocimiento de las sumas dejadas como consecuencia del accidente sufrido por el vehículo de placas XYB 397.

49.1. Tal y como se afirmó en párrafos anteriores (ver supra 12.2.-26), el vehículo afectado en el accidente de 12 de febrero de 1998, se encontraba afiliado a la empresa Coostranscaquetá y cubría varias rutas intermunicipales. Es decir, que para el momento de la ocurrencia de los hechos el señor Ramírez Reyes percibía unos ingresos provenientes del la prestación del servicio de transporte al cual se encontraba asignado el automotor de placas XYB 397, hecho que se encuentra acreditado además con el original de la certificación expedida por Cootranscaquetá Ltda. en la que se consignó que éste producía mensualmente la suma de $1 000 000 (fl. 83 c. 1).

49.2. En el dictamen pericial reseñado en el acápite del daño emergente (ver supra  48.4.), se concluyó lo siguiente:

- Al periodo comprendido entre la fecha en la que ocurrieron los hechos, el 12 de febrero de 1998, y el 8 de mayo de ese mismo año, momento en el que se llevó a cabo la diligencia de inspección judicial que ordenó la práctica de este dictamen, deben sumarse los dos meses previstos para la reparación.

- El tiempo que se demorarían las reparaciones era aproximadamente dos (2) meses, contados desde el día en que se practicó la inspección judicial al vehículo (mayo 8 de 1998), es decir, hasta el 8 de julio de 1998.

- El promedio mensual que “...gana este tipo de vehículos, con las rutas y afiliación a la empresa Cootranscaquetá Ltda., es la suma de UN MILLÓN DE PESOS MCTE ($1 000 000.oo), libres de gasolina, aceite, lavado, revisión y pago de conductores”.

49.3. Con base en lo anterior, se reconocerá una indemnización en la modalidad de lucro cesante a favor del señor Juan Ramírez Reyes, en su condición de poseedor del vehículo de placas XYB 397,  por el periodo comprendido entre el 12 de febrero y el 8 de julio de 1998, con un ingreso mensual de $1 000 000, esto es, por 4.86 meses. 

49.4. La suma de $1 000 000 deberá ser actualizada, así:

Ra =  R   I. Final    (octubre 2012)


     I. Inicial  (febrero 1998)
En donde:

Ra = renta actualizada

R = renta histórica

I Final  = Indice de precios al consumidor al momento de esta sentencia 

I Inicial = Indice de precios al consumidor del mes de la ocurrencia de los hechos
Ra= $1 000 000 x      111.87




 47.01

Ra=$2 379 706
49.5. La liquidación se efectuará conforme a la siguiente fórmula:

S = Ra (1+ i)n - 1    



        i
En donde:

S = Indemnización del periodo comprendido entre el 12 de febrero al 8 de julio de 1998

Ra = Renta actualizada=$2 379 706
n = Número de meses transcurridos: 4.86

i = Interés puro o técnico del 6% anual, igual a 0,004867

S = $2 379 706 x (1+0,004867)4.86-1


     

       0,004867

S = $11 674 513
49.6. De acuerdo con lo anterior, la indemnización por perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante a la fecha y a favor del señor Juan Ramírez Reyes, es de $11 674 513 m/cte. 

50. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

REVOCAR la sentencia del 26 de septiembre de 2002, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá, y, en su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLARAR administrativa y extracontractualmente responsable al municipio de Milán, por la muerte del señor Ricardo Melenje Pizo y los daños del vehículo de placas XYB 397, en el accidente de tránsito ocurrido el 12 de febrero de 1998.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR al municipio de Milán a indemnizar a las siguientes personas, de la siguiente manera:
- Por concepto de perjuicios morales: para los señores Casimiro Melenje Fernández y Matilde Pizo cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para cada uno y para Albeiro, Medardo, Humberto, Omaira y Yolanda Melenje Pizo cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de esta sentencia para cada uno.

- Por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante en favor de la señora Matilde Pizo, la suma de treinta y un millones diecisiete mil trecientos veinte pesos ($ 31 017 320).

- De las condenas impuestas 
en favor de los señores Casimiro Melenje Fernández, Matilde Pizo, Albeiro, Medardo, Humberto, Omaira y Yolanda Melenje Pizo, se descontará la suma de once millones cuatrocientos ochenta y dos mil doscientos veinticinco pesos ($11482 225.), de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.
- Por concepto de perjuicios materiales en favor del señor Juan Ramírez Pizo, en la modalidad de daño emergente la suma de treinta y un millones ciento treinta y cinco mil cuatrocientos doce pesos ($31 135 412) m/cte y en la modalidad de lucro cesante la suma de once millones seiscientos setenta y cuatro mil quinientos trece pesos ($11 674 513).
TERCERO: DENEGAR las demás súplicas de la demanda.

CUARTO: CUMPLIR la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del C.C.A.
QUINTO: EXPEDIR, por Secretaría, copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado judicial.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

DANILO ROJAS BETANCOURTH 

Presidente

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
� La pretensión mayor, correspondiente a los perjuicios morales causados al señor Casimiro Melenje Fernández fue estimada en la cantidad de $18 997 905 (1 500 gramos de oro), monto que supera la cuantía requerida en 1998 ($18 850 000), año de presentación de la demanda, para que un proceso adelantado en acción de reparación directa, fuera considerado de doble instancia.





� “Dado que en la demanda se adujo que el daño se produjo como consecuencia de la colisión de un vehículo automotor contra un montículo de piedras y tierra dejado sobre la vía, con ocasión de la construcción de una obra pública, sin la debida señalización, considera la Sala que el asunto debe definirse con fundamento en el régimen de falla del servicio, en primer lugar, porque ese fue el criterio de imputación insinuado en la demanda, pero además, en consideración a que tratándose de la construcción de obras públicas la responsabilidad del Estado se deduce cuando no se toman las medidas reglamentarias, necesarias y eficaces tendientes a prevenir a las personas, a fin de evitar que éstas puedan sufrir accidentes contra la misma, es decir, lo que genera la responsabilidad es el incumplimiento del deber de señalizar esas obras, o impedir el tránsito por las áreas aledañas, pero no la construcción de la obra en sí”. Sentencia del 20 de septiembre de 2007, exp. 08001-23-31-000-1991-06256-01(21322), actor: Martha Judith Quiroz y otros, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� “(...) el daño originado como consecuencia de un deslizamiento de tierra es imputable al Estado en los eventos en los cuales el hecho se causa por la omisión, o defectuosa señalización de las vías públicas, o cuando se produce un deslizamiento intempestivo de tierra el cual exigía la instalación de señales preventivas, o cuando no se realiza la señalización de vías que se encuentren en reparación o en sitios que sean considerados de alto riesgo, o cuando existe omisión por parte de la administración en la ubicación de medidas preventivas que informen la presencia de cambios transitorios en las vías públicas. También ha determinado la Sala que para que se pueda establecer la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por las deficiencias u omisiones en la señalización de vías públicas, es indispensable demostrar la falla en el servicio consistente en la omisión por parte de la administración en el cumplimiento de sus deberes de vigilancia y control respecto de la realización de obras públicas y del tránsito en las vías, con el fin de prevenir los riesgos que con ellos se generen. (...) Por lo tanto, es obligación del Estado cumplir con las disposiciones contenidas en las normas que regulan las condiciones y requisitos que deben reunir las señales preventivas en vías públicas con el fin de evitar daños a los transeúntes o conductores que transitan por las mismas”. Sentencia del 20 de septiembre de 2007, exp. 73001-23-31-000-1997-05020-01(15740), actor: Yimed Ramírez Gallego y otros, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Ver también sentencia de 13 de febrero de 2003, expediente 12.509; sentencia de 4 de septiembre de 2003, expediente 11.615; sentencia de 5 de diciembre de 2005, expediente 14.536 sentencia de 8 de noviembre de 2001, expediente 12.820 del Consejo de Estado, Sección Tercera.


�[2] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de seis de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646, actores: Belén González y otros – William Alberto González y otra.


�[3] Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 30 de marzo de 2000, expediente 11877, actores: Socorro Parra de Martínez y otros.


� Sentencia del 9 de junio de 2010, exp. 54001-23-31-000-1993-07769-01(18375), actor: María Melba Ortiz Hernández y otros, C.P. Gladys Agudelo Ordóñez.


� Fue publicado en el Diario Oficial No. 33.139 del 4 de agosto de 1970.


� “El Ministerio de Obras Públicas y Transporte dictará las resoluciones sobre utilización y señalamiento de carreteras nacionales; las Secretarías de Obras Públicas Departamentales de las vías departamentales y las Secretarías de Obras Públicas Municipales de las vías municipales, en los términos y para los fines contemplados en este estatuto”.


� “Las autoridades encargadas de la conservación y mantenimiento de las carreteras o la autoridad de tránsito competente en el perímetro urbano, colocarán y demarcarán las señales de tránsito de acuerdo con las pautas que el Instituto Nacional de Transporte y Tránsito determine”.


� [14] En Sentencia de 9 de octubre de 1985, exp. 4556, dijo la Sala: “Cuando la administración contrata la ejecución de una obra pública es como si la ejecutara directamente. Es ella la dueña de la obra; su pago afecta siempre el patrimonio estatal y su realización obedece siempre a razones de servicio y de interés general. El hecho de que no la ejecute con personal vinculado a su servicio obedece, las más de las veces, a insuficiencia o incapacidad técnica de su propio personal o a falta de equipo adecuado. Por tal razón la administración, sin que por eso pierda la actividad el carácter de público, debe acudir a la colaboración de los particulares para el cumplimiento de ciertos cometidos de servicio. La colaboración en el caso de obra pública no vuelve privada esa actividad, como no le quita el carácter de público al trabajo así ejecutado. Esa colaboración por participación cuando es voluntaria, caso del cocontratante de la administración cuya actividad tienda a la prestación o ejecución de un servicio público, hace a este particular partícipe ocasional de la función pública no en calidad de agente o funcionario sino como un órgano más de la gestión estatal. En otros términos: El contratista de una obra pública no se vuelve agente de la administración ni funcionario suyo; es ella misma la que actúa' Hay aquí una ficción de orden legal. Ni siquiera puede hablarse que la entidad contratante responda en forma indirecta por el hecho del contratista. No, la responsabilidad es simplemente directa, así como lo es la responsabilidad estatal por el hecho de un funcionario o empleado público.  No puede olvidarse que no obstante que todo comportamiento o conducta estatal es obra de un servidor público, en principio, el Estado es el responsable de las consecuencias dañosas de ese comportamiento. Responsabilidad que en todos los casos es directa, no indirecta, a pesar de que el perjuicio se haya producido por la actuación de una persona vinculada a la administración, la que no es propiamente un mandatario o representante del Estado, sino órgano suyo, integrante en esta calidad de la estructura misma del ente estatal. Por tal motivo la conducta o actuación de dicha persona es la conducta o actuación del Estado mismo. De allí que sostenga la doctrina que sería un contrasentido hablar de responsabilidad indirecta, pues los servidores públicos no son terceros respecto del Estado, sino partes del mismo, ejecutores de la actividad estatal, la que no se concibe sino a través de las acciones u omisiones de las personas vinculadas a su servicio”.


� [15] Auto de 25 de junio de 1997, Exp. 10.504.


� [16] Sentencia de 28 de noviembre de 2002, exp. 17001-23-31-000-1993-9051-01(14397). De manera más reciente, ha reiterado la Sala que “cuando la administración contrata a un tercero para  la ejecución de una obra a través de la cual va a prestar el servicio público, es tanto como si aquélla la ejecutara directamente, esto es, que debe asumir la responsabilidad derivada de los perjuicios que puedan llegar a ocasionarse con ocasión de los referidos trabajos”. Sentencia de 28 de abril de 2005, exp. 14.178. En el mismo sentido, sentencias de 3 de mayo de 2007, exp. 19.420, de 7 de diciembre de 2005, exp. 14.065 y de 28 de noviembre de 2002, exp. 14.397, entre muchas otras.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 29 de enero de 2009, exp. 16 890, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Los señores Casimiro Melenje Fernández y Matilde Pizo (fl. 78 c. 1) (padres) y  Albeiro (fl. 76 c. 1), Medardo (fl. 77 c. 1), Humberto (fl. 79 c. 1) Omaira (fl. 80 c. 1) y Yolanda Melenje Pizo (fl. 81 c.1) (hermanos), demostraron el parentesco existente con Ricardo Melenje Pizo (occiso), a través de las copias auténticas de sus registros civiles de nacimiento.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646, C.P. Alier Eduardo Hernández. 


� El salario mínimo legal para el año de 1998 era de $203 826, valor que al ser actualizado lleva a la cifra de $454 425,50.


� De acuerdo con el registro civil de nacimiento de Matilde Pizo (fl. 75 c. 1), para el 12 de febrero de 1998, fecha de ocurrencia de los hechos, tenía 47 años de edad (nació el 24 de febrero de 1950) y Ricardo Melenje Pizo tenía 22 años (nació el 9 de febrero de 1976).


� Testimonios de Luís Eduardo Buitrón Realpe (fl. 48-50  c. 2), Luis Antonio González (fl. 52-53 c. 1), Juan Bautista Buitrón (fl. 53-54 c. 2) y José Avelino Pérez (fl. 54 c. 2).


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 30 de marzo de 2006, exp. 25662, M.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� [6] RENATO SCOGNAMIGLIO. El daño moral. Contribución a la teoría del daño extracontractual. traducción de Fernando Hinestrosa, Bogotá, Edit. Antares, 1962. pág. 46.


� [7] Sentencia del 24 de septiembre de 1987, Exp. 4039. C.P. Jorge Valencia Arango.


� [8] Sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Ricardo Hoyos Duque. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 4 de junio de 2012, exp. 21 286, M.P. Ruth Stella Correa Palacio.





